
 

 

 

 

 

PRUEBAS DE CONOCIMIENTOS CULTURALES 

 

CONCURSO-OPOSICIÓN 

 1 PLAZA DE INSPECTOR/A DEL  

CUERPO DE POLICÍA LOCAL DE VALDEMORO 

 

4 DE AGOSTO DE 2025 

LLAMAMIENTO: 10:00H 

 

 

 
INSTRUCCIONES: 

 

- Consta de 100 preguntas con 3 respuestas alternativas, siendo sólo una de ellas la 

correcta. 

- La puntuación máxima será de 10 puntos, siendo necesaria una puntuación mínima 

de 5 puntos para superar la prueba. 

- El tiempo máximo para la realización de la prueba será de 90 minutos. 

- Cada pregunta contestada correctamente puntuará 0,1 puntos, la contestada 

erróneamente tendrá una penalización de 0,033 puntos, y la no contestada o aquella 

en la que conste más de una opción respondida no tendrá valoración. 

- No se podrá realizar ninguna marca o firma en ninguna de las hojas de respuesta. 

 

 

 

 

 



  



1. La edad mínima para poder actuar como operador de UAS se establece: 

a) 14 años. 

b) 16 años. 

c) 18 años. 

 

2. El acuerdo de 30 de abril de 2019, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el 

Plan Territorial de Protección Civil de la Comunidad de Madrid establece que los planes 

especiales serán aprobados por: 

a) La Comisión de Protección Civil de la Comunidad de Madrid y por el Consejo Nacional 

de Protección Civil, a efectos de su adecuación al Sistema Nacional de Protección Civil. 

b) La Asamblea de la Comunidad de Madrid. 

c) El Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid. 

 

3. El RD 524/2023, por el que se aprueba la Norma Básica de Protección Civil, en su 

artículo 2, regula el Catálogo de Riesgos objeto de planificación, ¿quién analizará los 

riesgos que deban integrarse en el catálogo de riesgos de protección civil y efectuará 

las correspondientes propuestas? 

a) El Consejo del Sistema Nacional de Protección Civil. 

b) Acuerdo de Consejo de Ministros. 

c) El Comité Nacional de Prospectiva. 

 

4. ¿Cuál de las siguientes se considera infracción grave a Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 

diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales?: 

a) El impedimento o la obstaculización o la no atención reiterada de los derechos de 

acceso, rectificación, supresión, limitación del tratamiento o a la portabilidad de los 

datos en tratamientos en los que no se requiere la identificación del afectado, cuando 

este, para el ejercicio de esos derechos, haya facilitado información adicional que 

permita su identificación. 

b) La utilización de los datos para una finalidad que no sea compatible con la finalidad para 

la cual fueron recogidos, sin contar con el consentimiento del afectado o con una base 

legal para ello. 

c) El tratamiento de datos personales vulnerando los principios y garantías establecidos en 

el artículo 5 del Reglamento (UE) 2016/679. 

 



5. La Ley 5 /2002, sobre Drogodependencia y otros Trastornos adictivos, establece que 

no se permitirá la venta, suministro o distribución minorista de bebidas alcohólicas 

realizada a través de establecimientos de cualquier clase en los que no esté autorizado 

el consumo, la de carácter ambulante y la efectuada a distancia, cuando tengan lugar 

durante el horario nocturno que se determine por cada Corporación Local, con 

excepción de los establecimientos definidos en el artículo 30 de la Ley 16/1999, de 29 

de abril, de Comercio Interior de la Comunidad de Madrid. En defecto de normativa 

local, se entenderá por horario nocturno: 

a) El comprendido entre las veintidós y las seis horas del día siguiente. 

b) El comprendido entre las veintidós y las ocho horas del día siguiente. 

c) el comprendido entre las doce y las seis horas del día siguiente. 

 

6. ¿Quiénes deberán adoptar las medidas para el adecuado desarrollo de las mismas para 

el buen orden de las reuniones y manifestaciones según regula la Ley Orgánica 9/1983, 

de 15 de julio, reguladora del derecho de reunión: estructura y contenido? 

a) La Autoridad Gubernativa. 

b) Los Delegados de la Autoridad Gubernativa. 

c) Los Organizadores. 

 

7. La solicitud del seguro obligatorio, a partir del momento en que esté diligenciada por 

la entidad aseguradora o agente de ésta, produce los efectos de la cobertura del riesgo 

durante: 

a) El plazo de diez días. 

b) El plazo de quince días. 

c) El plazo de un mes. 

 

8. En las denuncias por hechos de circulación deberá constar: la identificación del 

vehículo con el que se hubiese cometido la supuesta infracción, la identidad del 

denunciado, si fuere conocida, una relación circunstanciada del hecho, con expresión 

del lugar, fecha y hora y el nombre, profesión y domicilio del denunciante. Cuando éste 

sea un agente de la autoridad podrán sustituirse estos datos por su número de 

identificación. Esta definición ¿en qué normativa viene regulada?: 

a) Real Decreto Legislativo 6/2015, del 30 de octubre. 

b) Real Decreto 320/1994, del 25 de febrero. 

c) Real Decreto 1428/2003, del 21 de noviembre. 



 

9. El Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, del Reglamento General de 

Circulación, regula la “Pruebas de detección alcohólica mediante el aire espirado” en 

el artículo: 

a) 20. 

b) 22. 

c) 23. 

 

10. La Ley 4/2015, del Estatuto de la Víctima, establece en su artículo 5 titulado “derecho 

a la información desde el primer contacto con las autoridades competentes” que toda 

víctima tiene derecho a:  

a) Estar acompañada de una persona de su elección desde el primer contacto con las 

autoridades y funcionarios. 

b) Derecho a renunciar o denunciar y, en su caso, el procedimiento para interponer la 

denuncia y derecho a facilitar elementos de prueba a las autoridades encargadas de la 

investigación. 

c) Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles. 

 

11. En cuanto a la participación de la víctima en el proceso penal, regulado La Ley 4/2015, 

del Estatuto de la Víctima, en concreto en el artículo 11, “participación activa en el 

proceso penal” toda víctima tiene derecho: 

a) A ejercer la acción penal, conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 

sin perjuicio de las excepciones que puedan existir. 

b) A comparecer ante las autoridades encargadas de la investigación para aportarles las 

fuentes de prueba y la información que estime relevante para el esclarecimiento de 

los hechos. 

c) Ambas son correctas. 

 

12. ¿Cuál de los siguientes delitos puede ser enjuiciado por el procedimiento de juicio 

rápido?  

a) Delitos de daños referidos en el artículo 262 del Código Penal. 

b) Delitos de allanamiento de morada del artículo 202 del Código Penal. 

c) Ambas son correctas. 



13. En cuanto a las actuaciones de la Policía Judicial en un procedimiento de Juicio Rápido, 

¿En qué artículo se regula que, si la urgencia lo requiriere, las citaciones podrán 

hacerse por cualquier medio de comunicación, incluso verbalmente, sin perjuicio de 

dejar constancia de su contenido en la pertinente acta? 

a) 796.1 

b) 796.2 

c) 796.3 

 

14. En el Procedimiento Abreviado regulado en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en 

concreto en las actuaciones de la Policía Judicial, el artículo 772.2 establece que: 

a) La Policía extenderá el atestado de acuerdo con las normas generales de esta Ley y lo 

entregará al Juzgado competente, pondrá a su disposición a los detenidos, si los 

hubiere, y remitirá copia al Ministerio Fiscal. 

b) Los miembros de la Policía Judicial requerirán el auxilio de otros miembros de las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad cuando fuera necesario para el desempeño de las funciones que 

por esta Ley se les encomiendan. 

c) Recogerá y custodiará en todo caso los efectos, instrumentos o pruebas del delito de 

cuya desaparición hubiere peligro, para ponerlos a disposición de la autoridad judicial. 

 

15. Se ha instado un procedimiento de "Habeas Corpus" y, tras las actuaciones 

pertinentes, el Juez determina que la privación de libertad es conforme a Derecho, 

pero considera que la persona debería continuar detenida en un establecimiento 

diferente al actual. ¿Cuál de las siguientes resoluciones es la más adecuada que el Juez 

adoptará en este escenario? 

a) Acordar el archivo de las actuaciones, declarando ser conforme a Derecho la privación 

de libertad. 

b) Disponer la puesta en libertad del privado de ésta, si lo fue ilegalmente. 

c) Que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones 

legales aplicables al caso, pero en establecimiento distinto. 

 

 

 



16. El auto elevando la detención a prisión o dejándola sin efecto, se pondrá en 

conocimiento del Ministerio Fiscal, y se notificará al querellante particular si lo 

hubiere, y al procesado, al cual se le hará saber asimismo el derecho que le asiste para 

pedir de palabra o por escrito la reposición del auto, consignándose en la notificación 

las manifestaciones que hiciere, ¿en qué normativa se encuentra regulado? 

a) artículo 499 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

b) artículo 500 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

c) artículo 501 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

 
17. Según los Artículos 259 y 262 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ¿cuál de las 

siguientes afirmaciones es incorrecta respecto a la multa por omisión de denuncia? 

a) La multa señalada en el Artículo 259 se impondrá disciplinariamente a los Abogados que 

no cumpliesen la obligación de denunciar un delito público del que tuvieron noticia por 

razón de su profesión. 

b) La multa por omisión en dar parte de un Profesor en Cirugía que tuviere relación con 

el ejercicio de sus actividades profesionales podrá ser superior a 250 pesetas. 

c) El que presenciare la perpetración de cualquier delito público está obligado a ponerlo 

inmediatamente en conocimiento del Juez de instrucción, bajo la multa de 25 a 250 

pesetas. 

 
18. Habrá un Tribunal de Instancia en cada partido judicial, con sede en su capital, de la 

que tomará su nombre, Los Tribunales de Instancia estarán integrados por: 

a) Una Sección Única, de Civil y de Instrucción. En los supuestos determinados por la Ley 

38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial, el Tribunal de 

Instancia se integrará por una Sección Civil y otra Sección de Instrucción. 

b) Una Sección Única, de Civil y de Instrucción. En los supuestos determinados por la Ley 

38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial, el Tribunal de 

Instancia se integrará por una Sección Civil y otra Sección de Instrucción, De Familia, 

Infancia y Capacidad, De lo Mercantil, De Violencia sobre la Mujer, De Violencia contra 

la Infancia y la Adolescencia, De lo Penal, De Menores. 

 

 

 



c) Una Sección Única, de Civil y de Instrucción. En los supuestos determinados por la Ley 

38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial, el Tribunal de 

Instancia se integrará por una Sección Civil y otra Sección de Instrucción, De Familia, 

Infancia y Capacidad, De lo Mercantil, De Violencia sobre la Mujer, De Violencia contra 

la Infancia y la Adolescencia, De lo Penal, De Menores, De Vigilancia Penitenciaria, De 

Contencioso Administrativo, De lo Social. 

 

19. La tramitación y enjuiciamiento de las acciones civiles y penales, respectivamente, 

dirigidas contra la Reina consorte o el consorte de la Reina, la Princesa o Príncipe de 

Asturias y su consorte, así como contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su 

consorte, ¿Qué órgano jurisdiccional lo conocerá? 

a) La Audiencia Nacional. 

b) El Tribunal Supremo. 

c) El Consejo General del Poder Judicial. 

 

20. Según la literalidad del Artículo 550 del Código Penal, ¿cuál de las siguientes 

afirmaciones es siempre considerada un acto de atentado? 

a) La resistencia grave a funcionarios públicos que se hallen en el ejercicio de las funciones 

de sus cargos. 

b) El acometimiento a la autoridad con ocasión de las funciones de su cargo. 

c) Los actos cometidos contra funcionarios docentes que se hallen en el ejercicio de las 

funciones propias de su cargo, o con ocasión de ellas. 

 

21. Según el Artículo 534.1 del Código Penal, ¿cuál de las siguientes combinaciones de 

penas se aplicaría a la autoridad o funcionario público que, mediando causa por delito, 

entre en un domicilio sin el consentimiento del morador y, además, no devuelva 

inmediatamente después del registro los documentos registrados? 

a) Multa de seis a doce meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público de dos 

a seis años. 

b) Inhabilitación especial para empleo o cargo público de seis a doce años y multa de 

doce a veinticuatro meses. 

c) Inhabilitación especial para empleo o cargo público de dos a seis años y, además, las 

penas por apropiación. 

 

 



22. Según el Artículo 382 del Código Penal, si un Juez o Tribunal conoce de un caso donde 

un acto sancionado en el Artículo 381 ha ocasionado, además del riesgo prevenido, un 

resultado lesivo constitutivo de delito, ¿cuál de las siguientes afirmaciones es siempre 

correcta respecto a la aplicación de la pena de privación del derecho a conducir? 

a) Se apreciará tan solo la infracción más gravemente penada, aplicando su pena en la 

mitad superior, y la pena de privación del derecho a conducir prevista en el Artículo 381 

en su mitad superior. 

b) Se impondrá la pena de privación del derecho a conducir prevista en el Artículo 381 en 

su mitad superior, sin perjuicio de apreciar tan solo la infracción más gravemente 

penada y aplicar su pena en la mitad superior. 

c) La pena de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores será 

siempre de seis a diez años, si se ocasiona un resultado lesivo. 

 

23. De acuerdo con la literalidad del Artículo 311.3 del Código Penal, ¿cuál de las 

siguientes situaciones de ocupación simultánea de trabajadores sin comunicar su alta 

en la Seguridad Social o sin autorización de trabajo, no sería castigada con las penas 

de prisión de seis meses a seis años y multa de seis a doce meses? 

a) Una empresa con 101 trabajadores que dé ocupación a 25 de ellos sin comunicar su alta 

en la Seguridad Social. 

b) Una empresa con 60 trabajadores que dé ocupación a 30 de ellos sin haber obtenido la 

correspondiente autorización de trabajo. 

c) Una empresa con 8 trabajadores que dé ocupación a 7 de ellos sin comunicar su alta 

en el régimen de la Seguridad Social. 

 

24. El Artículo 274.2 del Código Penal, ¿cuál de las siguientes conductas, con fines 

industriales o comerciales, sin consentimiento y con conocimiento del registro, está 

castigada con la pena de seis meses a tres años de prisión? 

a) Fabricar o producir productos que incorporen un signo distintivo idéntico o confundible 

con uno registrado conforme a la legislación de marcas. 

b) Ofrecer, distribuir o comercializar al por mayor productos que incorporen un signo 

distintivo idéntico o confundible con uno registrado, para los mismos productos. 

c) Prestar servicios que incorporen un signo distintivo idéntico o confundible con uno 

registrado conforme a la legislación de marcas, para los mismos servicios. 

 



25. Según el Artículo 181.5.c) del Código Penal, ¿cuándo se impondrá la pena de prisión 

correspondiente en su mitad superior en un delito de agresión sexual a un menor de 

dieciséis años, en relación con la vulnerabilidad de la víctima? 

a) Cuando los hechos se cometan contra una persona que se halle en una situación de 

especial vulnerabilidad por razón de su enfermedad, salvo que sea menor de cuatro 

años. 

b) Cuando los hechos se cometan contra una persona que se halle en una situación de 

especial vulnerabilidad por cualquier otra circunstancia, y en todo caso, cuando sea 

menor de cuatro años. 

c) Cuando los hechos se cometan contra un menor de cuatro años, y además se encuentre 

en situación de especial vulnerabilidad por razón de su edad o discapacidad. 

 

26. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o prohibidas en sus actividades en virtud 

de: 

a) Resolución judicial. 

b) Resolución judicial motivada. 

c) Ninguna es correcta 

 

27. De los derechos reconocidos en el artículo 24.2 de la Constitución Española, ¿Qué 

derecho de los siguientes no está mencionado?  

a) Derecho a no autoinculparse. 

b) Derecho a guardar silencio. 

c) Derecho a no confesarse culpable. 

 

28. Según el Art. 28.2 Constitución Española, ¿qué aspecto de la huelga no está regulado 

directamente por la Constitución? 

a) La definición de qué son servicios esenciales. 

b) El derecho a la huelga como herramienta de defensa laboral. 

c) La necesidad de garantizar servicios mínimos. 

 

 

 



29. El referéndum para la ratificación de la Constitución Española (CE) de 1978 se celebró 

el 6 de diciembre de 1978 y obtuvo un amplio respaldo popular. Los resultados 

oficiales aproximados en porcentaje, fueron los siguientes: 

a) 88,54 % 

b) 87,56 % 

c) 87,54 % 

 

30. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el 

Capítulo tercero, del Título I de la Constitución Española informará, sólo podrán ser 

alegados: 

a) Ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de 

preferencia y sumariedad. 

b) Ante el Tribunal Constitucional mediante el Recurso de Amparo. 

c) Ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los 

desarrollen. 

 

31. El artículo 62 de la Constitución española estable que le corresponde al Rey, entre las 

siguientes no se encuentra: 

a) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos 

previstos en la Constitución. 

b) Acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los representantes 

extranjeros en España están acreditados ante él. 

c) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y 

militares y conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes. 

 

32. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación 

de proyectos o proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier 

momento el debate y votación de cualquier proyecto o proposición de ley que haya 

sido objeto de esta delegación. Quedan exceptuados de lo dispuesto anteriormente: 

a) Leyes Orgánicas. 

b) Leyes de Bases. 

c) Ambas son correctas. 

 

 

 



33. El artículo 101 de la Constitución Española, establece: 

a) El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida 

de la confianza parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o 

fallecimiento de su Presidente. 

b) La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será 

exigible, en su caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

c) Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en 

el ejercicio de sus funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte 

de los miembros del Congreso, y con la aprobación de la mayoría absoluta del mismo. 

 

34. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su 

exclusiva responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de 

las Cortes Generales, que será decretada: 

a) Por el Presidente del Senado. 

b) Por le Presidente de Gobierno. 

c) Por el Rey. 

 

35. En que artículo de la Constitución se regula: “La justicia será gratuita cuando así lo 

disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos 

para litigar”: 

a) 118 

b) 119 

c) 120 

 

36. Las actuaciones judiciales reguladas en el Titulo VI del Poder Judicial de la Constitución 

Española, establece que serán:  

a) Gratuitas, cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten 

insuficiencia de recursos para litigar. 

b) Publicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento. 

c) De Obligado cumplimiento, así como prestar la colaboración requerida por éstos en el 

curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto. 

 

 

 

 



37. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia: 

a) Lo será también de su Sala de lo Civil y Penal, y tendrá la consideración de Magistrado 

de Sala del Tribunal Supremo mientras desempeñe el cargo. 

b) Lo será también de su Sala de lo Civil y Penal, y tendrá la consideración de Magistrado 

del Tribunal Supremo mientras desempeñe el cargo. 

c) Lo será también de su Sala de lo Civil y Penal, y tendrá la consideración de Presidente de 

Sala del Tribunal Supremo mientras desempeñe el cargo. 

 
38. La Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común considera el “Concepto de 

interesado”: 

a) Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica, el derecho-

habiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento. 

b) Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales 

serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca. 

c) Ambas son correctas. 

 
39. Con respecto a los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones, 

regulado en la Ley 39/2015, señale la respuesta correcta: 

a) Deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad 

informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos 

registrales y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros. 

b) Deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad 

informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos 

registrales con un código para la validación facultativo de cada administración de los 

documentos que se presenten en cualquiera de los registros. 

c) Deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad 

informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos 

registrales con un código para la validación obligatorio de los documentos que se 

presenten en cualquiera de los registros. 

 
40. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los 

procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación. Cuando las normas 

reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de: 

a) Un mes. 

b) Tres meses. 

c) Seis meses. 



41. En el Artículo 22 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común, se regula 

la Suspensión del plazo máximo para resolver y establece que el transcurso del plazo 

máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá 

suspender en los siguientes casos: 

a) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes 

propuestos por los interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de 

los resultados al expediente. 

b) Cuando se soliciten informes facultativos a un órgano de la misma o distinta 

Administración, por el tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a 

los interesados, y la recepción del informe, que igualmente deberá ser comunicada a los 

mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en ningún caso de tres meses. En 

caso de no recibirse el informe en el plazo indicado, proseguirá el procedimiento. 

c) Ambas son correctas. 

 

42. La Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, establece en su artículo 34.2: 

a) Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio o a 

instancia del interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose a los 

requisitos y al procedimiento establecido. 

b) Los actos administrativos se producirán por escrito a través de medios electrónicos, a 

menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia. 

c) El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será 

determinado y adecuado a los fines de aquéllos. 

 

43. La Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común, establece que es Anulable: 

a) Las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras 

disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a 

la Ley, y las que establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no 

favorables o restrictivas de derechos individuales. 

b) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se 

adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su 

adquisición. 

c) Los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento 

jurídico, incluso la desviación de poder. 

 



44. Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se 

refieran a la nulidad de actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, salvo 

la recusación, ¿en qué fase del procedimiento se regula?: 

a) Iniciación. 

b) Ordenación. 

c) Instrucción. 

 
45. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o 

indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el 

procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses 

legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de: 

a) Alzada. 

b) Alzada y potestativo de reposición. 

c) Alzada, potestativo de reposición y extraordinario de revisión. 

 
46. La Ley 9/2017, de contratos del Sector Público, considera que es un contrato de 

servicios: 

a) Los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el 

arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles. 

b) Aquellos en los que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de bienes de 

forma sucesiva y por precio unitario sin que la cuantía total se defina con exactitud al 

tiempo de celebrar el contrato, por estar subordinadas las entregas a las necesidades 

del adquirente. 

c) Aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una 

actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o suministro, 

incluyendo aquellos en que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma 

sucesiva y por precio unitario. 

 
47. ¿En qué supuesto excepcional podría omitirse la publicación del anuncio de licitación 

en el DOUE para un contrato de obras sujeto a regulación armonizada tal y como 

establece la Ley 9/2017 de contratos del Sector Público? 

a) Cuando el valor estimado del contrato sea inferior al 50% del umbral europeo. 

b) Cuando el contrato se adjudique mediante procedimiento negociado sin publicidad, 

por motivos de urgencia imperiosa derivada de catástrofes naturales. 

c) Cuando el órgano de contratación decida utilizar el procedimiento abierto 

simplificado para agilizar la tramitación. 



48. Los cambios de denominación de los Municipios sólo tendrán carácter oficial cuando, 

tras haber sido anotados en un Registro creado por la Administración del Estado para 

la inscripción de todas las Entidades a que se refiere la presente Ley, se publiquen en: 

a) Solo en el Boletín Oficial del Estado. 

b) Boletín Oficial del Estado y Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma. 

c) Boletín Oficial del Estado, Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma y Boletín Oficial de 

la Provincia, a excepción de las Comunidades Autónomas Uniprovinciales que solo se 

publicará en el Boletín Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de la Comunidad 

Autónoma. 

 

49. La creación de cualquier órgano administrativo exigirá, al menos, tal y como establece 

la Ley 40/2015, del Régimen Jurídico del Sector Público, el cumplimiento de los 

siguientes requisitos: 

a) Determinación de su forma de integración en la Administración Pública de que se trate, 

siendo completamente soberano. 

b) Dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento. 

c) Ambas respuestas son correctas. 

 

50. La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en 

los que concurran motivos de abstención, exigidos en la Ley 40/2015, del Régimen 

Jurídico del Sector Público: 

a) No implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan 

intervenido. 

b) Implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan 

intervenido. 

c) Serán los órganos jerárquicamente superiores a quienes decidirán sobre la invalidez o 

no de los actos en que hayan intervenido. 

 

51. La Constitución española establece que es un derecho fundamental y libertad pública: 

a) Los poderes públicos reconocen el derecho que asiste a los padres para que sus hijos 

reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

b) Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España. 

c) Ninguna es correcta. 

 



52. Según el Art. 20.3 Constitución Española, ¿qué elemento no es obligatorio para los 

medios públicos? 

a) Control parlamentario. 

b) Financiación transparente. 

c) Acceso de grupos políticos significativos. 

 

53. Atendiendo a lo establecido en el Art. 53.3 Constitución Española, ¿qué diferencia clave 

existe entre los derechos de la Sección 1.ª y los principios rectores? 

a) Los principios rectores no vinculan a los jueces. 

b) Los principios rectores solo pueden invocarse si una ley los desarrolla expresamente. 

c) Los principios rectores tienen tutela prioritaria vía recurso de amparo. 

 

54. En cuanto a las garantías y las libertades de los derechos fundamentales de nuestra 

Constitución, Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos 

ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de 

preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal 

Constitucional. 

a) Del artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo. 

b) De la Sección primera del Capítulo segundo. 

c) Del artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo y la objeción de conciencia 

recogida en el artículo 30. 

 

55. En el supuesto de que el Rey, tras ser proclamado ante las Cortes Generales (Art. 61.1 

CE), se negase a prestar juramento alegando objeción de conciencia, ¿qué 

procedimiento constitucional se aplicaría? 

a) Las Cortes Generales declararían la incapacidad del Rey por mayoría de 2/3 y 

nombrarían un Regente, ya que el juramento es un requisito sine qua non para asumir 

funciones. 

b)  El Rey podría ejercer sus funciones sin juramento, pues la Constitución no establece 

sanción expresa para este caso, y su inviolabilidad lo exime de responsabilidad. 

c) El Tribunal Constitucional lo declararía en desacato y procedería a su destitución 

mediante sentencia, por vulneración del Art. 61.1 CE. 

 

 

 



56. En el Congreso de los Diputados las Ciudades de Ceuta y Melilla estarán representadas 

cada una de ellas: 

a) Por un diputado. 

b) Por dos diputados. 

c) Por tres diputados. 

 

57. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, 

se adoptarán por mayoría de cada una de las Cámaras, el procedimiento se iniciará: 

a) En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Senado, y en los otros dos, por el 

Congreso. 

b) En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los otros dos, por 

el Senado. 

c) En los dos primeros casos, el procedimiento se iniciará por el Senado, y en el último, por 

el Congreso. 

 

58. ¿A través de quien se propondrá un candidato a la Presidencia de Gobierno? 

a) Del Rey. 

b) De los representantes designados por los Grupos políticos con representación 

parlamentaria. 

c) Del Presidente del Congreso. 

 

59. ¿Cuál de estas no es función del Consejo General del Poder Judicial? 

a) Ser oído por las Cortes Generales antes del nombramiento del Fiscal General del 

Estado. 

b) Interponer el conflicto de atribuciones entre órganos constitucionales del Estado, en los 

términos previstos por la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

c) Proponer el nombramiento, en los términos previstos por la presente Ley Orgánica, de 

dos Magistrados del Tribunal Constitucional. 

 

60. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley 

orgánica establecerá su estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros 

y sus funciones, en particular en materia de nombramientos, ascensos, inspección y 

régimen disciplinario, se regula en la Constitución Española en: 

a) Artículo 120.1. 

b) Artículo 120.2. 



c) Artículo 120.3. 

 

61. A los efectos previstos en la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común, 

tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:  

a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las 

normas civiles.  

b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e 

intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico con la asistencia 

de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. Se exceptúa el supuesto de 

los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y 

defensa de los derechos o intereses de que se trate. 

c) Ambas son correctas. 

 

62. Los sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas, en la Ley 39/2015, 

establece que los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita: 

a) Acreditar la autenticidad de la expresión de su voluntad y consentimiento, así como la 

integridad e inalterabilidad del documento. 

b) Acreditar la autenticidad de la expresión de su voluntad, así como la integridad, 

seguridad e inalterabilidad del documento. 

c) Acreditar la autenticidad de la expresión de su voluntad y consentimiento, así como la 

integridad, seguridad e inalterabilidad del documento. 

 

63. Estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las 

Administraciones Públicas, tal y como establece la Ley 39/2015, para la realización de 

cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos: 

a) Personas Físicas o Jurídicas. 

b) Las entidades sin personalidad jurídica. 

c) Ninguna es correcta. 

 

 

 

 

 



 

64. El artículo 17, titulado Archivo de documentos, de la Ley 39/2015 de Procedimiento 

Administrativo Común, establece: 

a) Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita garantizar 

la autenticidad, seguridad, integridad y conservación del documento, así como su 

consulta hasta el máximo de cuatro años desde su emisión. 

b) Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita garantizar 

la autenticidad, seguridad, integridad y conservación del documento, así como su 

consulta con independencia del tiempo transcurrido desde su emisión. 

c) Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita 

garantizar la autenticidad, integridad y conservación del documento, así como su 

consulta con independencia del tiempo transcurrido desde su emisión. 

 

65. El silencio administrativo, regulado en la Ley 39/2015, en procedimientos iniciados a 

solicitud del interesado, tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos, 

a: 

a) Los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de 

oficio iniciados por la Administración. 

b) En los procedimientos relativos al ejercicio del derecho a sindicarse libremente, a que se 

refiere el artículo 28 de la Constitución. 

c) Ambas respuestas son incorrectas. 

 

66. De las siguientes definiciones, señale cuál de ellas corresponde a la eficacia de los actos 

regulados en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas: 

a) Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales 

como nombramientos, concesiones o licencias, podrán refundirse en un único acto, 

acordado por el órgano competente, que especificará las personas u otras circunstancias 

que individualicen los efectos del acto para cada interesado. 

b) Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo 

establecido en una disposición de carácter general, aunque aquéllas procedan de un 

órgano de igual o superior jerarquía al que dictó la disposición general. 

c) La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de 

concurrencia competitiva se realizará de conformidad con lo que dispongan las normas 



que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el 

procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte. 

 

67. Se entiende por inderogabilidad singular de eficacia de los actos: 

a) Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones Públicas en el 

ejercicio de su propia competencia deberán ser observadas por el resto de los órganos 

administrativos, aunque no dependan jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otra 

Administración. 

b) Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se 

presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en 

ellos se disponga otra cosa. 

c) Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo 

establecido en una disposición de carácter general, aunque aquéllas procedan de un 

órgano de igual o superior jerarquía al que dictó la disposición general. 

 

68. La notificación infructuosa de la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común, 

cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de 

la notificación o bien, intentada ésta, no se hubiese podido practicar, la notificación se 

hará: 

a) Por medio de un anuncio publicado en el «Boletín Oficial del Estado». 

b) Asimismo, previamente y con carácter potestativo, las Administraciones podrán publicar 

un anuncio en el boletín oficial de la Comunidad Autónoma o de la Provincia, en el tablón 

de edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del Consulado o 

Sección Consular de la Embajada correspondiente. 

c) Ambas respuestas son correctas. 

 

69. En el caso de procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora, los 

presuntos responsables tendrán los siguientes derechos: 

a) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se 

demuestre lo contrario. 

b) A presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa 

reguladora aplicable establezca lo contrario. 

c) Ambas respuestas son incorrectas. 

 

 



 

 

70. En la concurrencia de las sanciones reguladas en la Ley 40/2015, del Régimen Jurídico 

del Sector Público, se establece: 

a) Las sanciones administrativas, sean o no de naturaleza pecuniaria, en ningún caso 

podrán implicar, directa o subsidiariamente, privación de libertad. 

b) Cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u 

otras, se deberá imponer únicamente la sanción correspondiente a la infracción más 

grave cometida. 

c) No podrán sancionarse los hechos que lo hayan sido penal o administrativamente, en 

los casos en que se aprecie identidad del sujeto, hecho y fundamento. 

 

71. La Ley 9/2017, de contratos del Sector Público, para acreditar solvencia económica, el 

contratista puede presentar: 

a) Únicamente balances auditados de los últimos 3 años. 

b) Declaración responsable de cumplir con los requisitos, con la obligación de aportarlos 

cuando fuesen requeridos por la administración. 

c) Certificación bancaria de líneas de crédito o seguros de caución. 

 

72. La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de 

población territorialmente diferenciados: 

a) De al menos 2.000 habitantes y siempre que los municipios resultantes sean 

financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de 

las competencias municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios 

que venían siendo prestados. 

b) De al menos 4.000 habitantes y siempre que los municipios resultantes sean 

financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento 

de las competencias municipales y no suponga disminución en la calidad de los 

servicios que venían siendo prestados. 

c) De al menos 5.000 habitantes y siempre que los municipios resultantes sean 

financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de 

las competencias municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios 

que venían siendo prestados. 

 



 

73. Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones necesarias para mantener 

actualizados sus Padrones de modo que los datos contenidos en éstos concuerden con 

la realidad. Si un ayuntamiento no llevara a cabo dichas actuaciones, ¿quién podrá 

requerirle previamente concretando la inactividad?: 

a) El Consejo de Empadronamiento. 

b) El Instituto Nacional de Estadística. 

c) La Secretaría de Estado para la Función Pública. 
 
 

74. La aprobación de las Ordenanzas locales se ajustará al procedimiento establecido: 

a) En artículo 47 de la Ley 7/85. 

b) En artículo 48 de la Ley 7/85. 

c) En artículo 49 de la Ley 7/85. 

 

75. Los órganos de las diferentes Administraciones Públicas podrán delegar el ejercicio de 

las competencias que tengan atribuidas en otros órganos de la misma Administración: 

a) Siempre y cuando sean jerárquicamente dependientes. 

b) Aun cuando no sean jerárquicamente dependientes. 

c) Entidades de Derecho Privado vinculados o dependientes de aquéllas 
 
 

76. La Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans 

y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, define discriminación por 

asociación, a: 

a) Cualquier conducta realizada por razón de alguna de las causas de discriminación 

previstas en esta ley, con el objetivo o la consecuencia de atentar contra la dignidad de 

una persona o grupo en que se integra y de crear un entorno intimidatorio, hostil, 

degradante, humillante u ofensivo. 

b) Cuando una persona o grupo en que se integra, debido a su relación con otra sobre la 

que concurra alguna de las causas de discriminación por razón de orientación e 

identidad sexual, expresión de género o características sexuales, es objeto de un trato 

discriminatorio. 



c) Cuando concurren o interactúan diversas causas comprendidas en el apartado anterior, 

generando una forma específica de discriminación. 

 

77. Las medidas de igualdad a que se refiere el artículo 45.1 de la Ley Orgánica 3/2007, de 

22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, deberán dirigirse a la 

elaboración y aplicación de un plan de igualdad, con el alcance y contenido 

establecidos en este capítulo, que deberá ser asimismo objeto de negociación en la 

forma que se determine en la legislación laboral, será de aplicación: 

a) Las empresas de cincuenta o más trabajadores. 

b) Las empresas de cien o más trabajadores. 

c) Las empresas de ciento cincuenta o más trabajadores. 

 

78. El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, regulado en la Ley 

31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, tendrá las 

siguientes funciones: 

a) Velar por el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales 

mediante las actuaciones de vigilancia y control. A estos efectos, prestarán el 

asesoramiento y la asistencia técnica necesarios para el mejor cumplimiento de dicha 

normativa y desarrollarán programas específicos dirigidos a lograr una mayor eficacia en 

el control. 

b) Promover la prevención y el asesoramiento a desarrollar por los órganos técnicos en 

materia preventiva, incluidas la asistencia y cooperación técnica, la información, 

divulgación, formación e investigación en materia preventiva. 

c) Colaboración con organismos internacionales y desarrollo de programas de 

cooperación internacional en este ámbito, facilitando la participación de las 

Comunidades Autónomas. 

 

79. A efectos de determinar el número de Delegados de Prevención se tendrán en cuenta 

los siguientes criterios la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 

Laborales, establece: 

a) Los trabajadores vinculados por contratos de duración determinada superior a un año 

se computarán como trabajadores fijos de plantilla. 



b) Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número de días 

trabajados en el período de un año anterior a la designación. Cada doscientos cincuenta 

días trabajados o fracción se computarán como un trabajador más. 

c) Ambas son correctas. 

 

80. Sujetarse en su actuación profesional, a los principios de jerarquía y subordinación. En 

ningún caso, la obediencia debida podrá amparar órdenes que entrañen la ejecución 

de actos que manifiestamente constituyan delito o sean contrarios a la Constitución o 

a las Leyes, ¿en qué artículo se regula de la L.O. 2/86 de Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad? 

a) 5.1.d 

b) 5.1.e 

c) 5.1.f 

 

81. La L.O. 2/86 de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, establece en el artículo 30, que el 

Ministerio del Interior organizará con funcionarios de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado que cuenten con la adecuada formación especializada, Unidades 

de Policía Judicial, atendiendo a criterios: 

a) Territoriales y de especialización delictual, a las que corresponderá esta función con 

carácter inalterable y singular. 

b) Interritoriales y de especialización delictual, a las que corresponderá esta función con 

carácter inalterable y singular. 

c) Territoriales y de especialización delictual, a las que corresponderá esta función con 

carácter permanente y especial. 

 

82. Las Juntas Locales de Seguridad, cuando las necesidades lo aconsejen, podrán reunirse 

en sesión extraordinaria previa convocatoria: 

a) Del Presidente. 

b) De cualquiera de los vocales. 

c) Ambas son correctas. 

 

83. La Ley 1/ 2018 de Coordinación de Policías Locales de la Comunidad de Madrid, 

establece que velara por el estricto cumplimiento de los Principios Básicos de 

Actuación: 



a) La Consejería Competente en materia de Coordinación de Policías Locales. 

b) La Dirección General de la Comunidad de Madrid competente en materia de 

coordinación de Policías Locales. 

c) La Comisión Regional de Coordinación de Policías Locales. 

84. ¿Quién establecerá reglamentariamente los criterios para determinar las categorías y 

puestos de mando que, en función del número de policías integrarán las 

correspondientes plantillas de cada Cuerpo de policía local, según establece la Ley 1/ 

2018 de Coordinación de Policías Locales de la Comunidad de Madrid? 

a) El Ayuntamiento en cada municipio. 

b) La Asamblea de Madrid. 

c) El Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid. 

 

85. El Artículo 40 de la Ley 1/ 2018 de Coordinación de Policías Locales de la Comunidad 

de Madrid, establece las convocatorias de las pruebas selectivas y que éstas deberán 

publicarse: 

a) En el Boletín Oficial del Estado y de la Comunidad de Madrid, ajustándose a los requisitos 

exigidos por la legislación básica del Estado. 

b) En el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid, ajustándose a los requisitos exigidos 

por la legislación básica del Estado. 

c) En el Boletín Oficial del Estado y de la Comunidad de Madrid y sede electrónica del 

municipio, ajustándose a los requisitos exigidos por la legislación básica del Estado. 

 

86. El procedimiento sancionar del Régimen Disciplinario de los miembros de los Cuerpos 

de la Policía Local de la Comunidad de Madrid, se regula en: 

a) Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo del Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de 

Policía. 

b) Por el disciplinario aplicable a los funcionarios de la Administración local. 

c) Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo del Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de 

Policía y en lo no regulado en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común. 

 

87.  La categoría de Comisario Principal será obligatoria en los municipios: 

a) En los municipios que superen 80.000 habitantes o que tengan más de 120 efectivos en 

plantilla. 



b) En los municipios que superen 150.000 habitantes, cuenten con más de 175 efectivos 

de plantilla policial. 

c) En aquellos municipios de población superior a 120.000 habitantes o que cuenten con 

más de 120 efectivos de plantilla policial. 

 

88. En los méritos valorables en el acceso al Cuerpo en la categoría de Inspector o 

Inspectora, el Máster oficial de estudios universitarios de 120 o más créditos ECTS, será 

puntuado con: 

a) 0,70 puntos. 

b) 0,60 puntos. 

c) 0,30 puntos. 

 

89. La movilidad para la cobertura de plazas de la misma categoría, establece los 

siguientes requisitos: 

a) Hallarse en la situación administrativa de servicio activo o servicios especiales en la 

categoría a la que se pretenda acceder por movilidad. 

b) Tener una antigüedad mínima de dos años como funcionario de carrera en la categoría 

a la que se pretenda acceder por movilidad y faltarle un mínimo de cinco años para el 

pase a la situación de segunda actividad. A estos efectos se computará el tiempo en el 

que se haya permanecido en la situación de segunda actividad por causa de embarazo o 

riesgo durante la lactancia natural. 

c) Ambas son correctas. 

 

90. En el marco general de la segunda actividad, que establece el artículo 86 del Decreto 

210/2021 del Consejo de Gobierno de la Comunidad Madrid, responda la correcta: 

a) Los miembros de los Cuerpos de policía local podrán pasar a desempeñar destinos 

calificados de «segunda actividad» con motivo de la disminución de las condiciones 

físicas o psíquicas, por embarazo o lactancia y por razón de edad, conforme la 

regulación establecida en el artículo 47 de la Ley 1/2018, de 22 de febrero, en el 

presente reglamento, así como en el reglamento específico que en la materia elabore 

la Comunidad de Madrid. 

b) Los miembros de los Cuerpos de policía local podrán pasar a desempeñar destinos 

calificados de «segunda actividad» con motivo de la disminución de las condiciones 

físicas o psíquicas, por embarazo o lactancia y por razón de edad, conforme la regulación 

establecida en el artículo 48 de la Ley 1/2018, de 22 de febrero, en el presente 
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reglamento, así como en el reglamento específico que en la materia elabore la 

Comunidad de Madrid. 

c) Los miembros de los Cuerpos de policía local podrán pasar a desempeñar destinos 

calificados de «segunda actividad» con motivo de la disminución de las condiciones 

físicas o psíquicas, por embarazo o lactancia y por razón de edad, conforme la regulación 

establecida en el artículo 49 de la Ley 1/2018, de 22 de febrero, en el presente 

reglamento, así como en el reglamento específico que en la materia elabore la 

Comunidad de Madrid. 

 

91. Constituyen los fines de la Ley Orgánica 4/2015, del 30 de marzo, de protección de la 

seguridad ciudadana y de la acción de los poderes públicos en su ámbito de aplicación: 

a) La pacífica utilización de vías y demás bienes demaniales y, en general, espacios 

destinados al uso y disfrute público. 

b) La preservación de la seguridad y la convivencia ciudadanas. 

c) Ambas respuestas son correctas. 

 

92. Son autoridades y órganos competentes en materia de seguridad ciudadana, en el 

ámbito de la Administración General del Estado: 

a) El Secretario de Estado de Seguridad. 

b) Los titulares de los órganos de subdirección del Ministerio del Interior que tengan 

atribuida tal condición, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias. 

c) Ambas respuestas son correctas. 

 

93. Son órganos competentes en el ámbito de la Administración General del Estado, 

regulados en el Régimen Sancionador de la Ley Orgánica 4/2015, del 30 de marzo, de 

protección de la seguridad ciudadana: 

a) Los Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas y en las Ciudades de Ceuta 

y Melilla, para la sanción de las infracciones graves y leves. 

b) Los Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas y en las Ciudades de Ceuta 

y Melilla, para la sanción de las infracciones muy graves en grado medio y en grado 

mínimo. 

c) Los Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas y en las Ciudades de Ceuta 

y Melilla, para la sanción de las infracciones muy graves en grado máximo. 
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94. La Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, de utilización de videocámaras por las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos, establece que: 

a) Las grabaciones serán destruidas en el plazo máximo de quince días desde su captación, 

salvo que estén relacionadas con infracciones penales o administrativas graves o muy 

graves en materia de seguridad pública, con una investigación policial en curso o con un 

procedimiento judicial o administrativo abierto. 

b) Las grabaciones serán destruidas en el plazo máximo de un mes desde su captación, 

salvo que estén relacionadas con infracciones penales o administrativas graves o muy 

graves en materia de seguridad pública, con una investigación policial en curso o con 

un procedimiento judicial o administrativo abierto. 

c) Las grabaciones serán destruidas en el plazo máximo de un tres desde su captación, salvo 

que estén relacionadas con infracciones penales o administrativas graves o muy graves 

en materia de seguridad pública, con una investigación policial en curso o con un 

procedimiento judicial o administrativo abierto. 

 

95. La Ley 17/2015 del Sistema Nacional de Protección Civil, define como riesgo: 

a) Potencial de ocasionar daño en determinadas situaciones a colectivos de personas o 

bienes que deben ser preservados por la protección civil. 

b) La característica de una colectividad de personas o bienes que los hacen susceptibles de 

ser afectados en mayor o menor grado por un peligro en determinadas circunstancias. 

c) Es la posibilidad de que una amenaza llegue a afectar a colectivos de personas o a 

bienes. 

 

96. Constituyen actividades de seguridad privada las siguientes: 

a) El depósito y custodia de explosivos, armas, cartuchería metálica, sustancias, materias, 

mercancías y cualesquiera objetos que por su peligrosidad precisen de vigilancia y 

protección especial. 

b) El depósito, custodia, recuento y clasificación de monedas y billetes, títulos-valores, 

joyas, metales preciosos, antigüedades, obras de arte u otros objetos que, por su valor 

económico, histórico o cultural, y expectativas que generen, puedan requerir vigilancia 

y protección especial. 

c) Ambas son correctas. 

 



97. Las carabinas y pistolas, de ánima lisa o rayada, y de un solo tiro, y revólveres de acción 

simple, accionadas por aire u otro gas comprimido no asimiladas a escopetas, ¿a que 

categoría pertenecen según el reglamento de armas? 

a) 3 ª categoría. 

b) 4 ª categoría. 

c) 5 ª categoría. 

 

98. ¿A quien le corresponde la Instrucción de los procedimientos por los hechos de las 

personas mayores de catorce años y menores de dieciocho por la comisión de hechos 

tipificados como delitos en el Código Penal o las leyes penales especiales? 

a) Sección de Instrucción. 

b) Sección de Menores. 

c) Ministerio Fiscal. 

 

99. El que, por cualquier medio o procedimiento, causare a otro una lesión que menoscabe 

su integridad corporal o su salud física o mental, será castigado, como reo del delito 

de lesiones con la pena de: 

a) Prisión de tres meses a tres años o multa de seis a doce meses, siempre que la lesión 

requiera objetivamente para su sanidad, además de una primera asistencia facultativa, 

tratamiento médico o quirúrgico. La simple vigilancia o seguimiento facultativo del 

curso de la lesión no se considerará tratamiento médico. 

b) Prisión de tres meses a dos años o multa de doce a veinticuatro meses, siempre que la 

lesión requiera objetivamente para su sanidad, además de una primera asistencia 

facultativa, tratamiento médico o quirúrgico. La simple vigilancia o seguimiento 

facultativo del curso de la lesión no se considerará tratamiento médico. 

c) Prisión de seis meses a tres años o multa de doce a veinticuatro meses, siempre que la 

lesión requiera objetivamente para su sanidad, además de una primera asistencia 

facultativa, tratamiento médico o quirúrgico. La simple vigilancia o seguimiento 

facultativo del curso de la lesión no se considerará tratamiento médico. 

 

 

 



100. Será castigado como reo de violación con la pena de prisión de cuatro a doce 

años: 

a) Cuando la agresión sexual consista en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o 

introducción de miembros corporales u objetos por alguna de las dos primeras vías. 

b) Cuando la agresión sexual consista en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o 

introducción de miembros corporales u objetos por alguna de las dos primeras vías, 

empleando violencia o intimidación o cuando la víctima tuviera anulada por cualquier 

causa su voluntad. 

c) Ninguna de las respuestas es correcta. 

 

PREGUNTAS RESERVA: 

 

1. Conforme al Artículo 551 del Código Penal, ¿en cuál de las siguientes circunstancias no 

se impondrán las penas superiores en grado a las previstas en el artículo anterior por 

un delito de atentado? 

a) Cuando el atentado se cometa haciendo uso de un objeto contundente. 

b) Cuando el acto de violencia ejecutado pueda causar lesiones graves. 

c) Cuando los hechos se lleven a cabo con ocasión de una riña tumultuaria fuera de un 

centro penitenciario. 

 

2. El Código Penal en su artículo 239, considera llave falsa: 

a) Inutilización de sistemas específicos de alarma o guarda. 

b) Fractura de armarios, arcas u otra clase de muebles u objetos cerrados o sellados, o 

forzamiento de sus cerraduras o descubrimiento de sus claves para sustraer su 

contenido, sea en el lugar del robo o fuera del mismo. 

c) Las llaves legítimas perdidas por el propietario u obtenidas por un medio que 

constituya infracción penal. 

 

3. De acuerdo con la literalidad del Artículo 535 del Código Penal, si una autoridad o 

funcionario público, mediando causa por delito, intercepta correspondencia privada 

con violación de las garantías y, además, divulga la información obtenida, ¿qué pena 

se le impondría por esta divulgación? 

a) Inhabilitación especial para empleo o cargo público, en su mitad superior, y multa de 

seis a dieciocho meses. 

b) Inhabilitación especial para empleo o cargo público de dos a seis años y multa de seis a 

dieciocho meses. 

c) La pena superior en grado a la de inhabilitación especial para empleo o cargo público de 

dos a seis años. 

 



4. Conforme al Artículo 381.2 del Código Penal, si la conducta descrita en el Artículo 380 

se realiza con manifiesto desprecio por la vida de los demás, pero no se hubiere puesto 

en concreto peligro la vida o la integridad de las personas, ¿cuáles serán las penas 

aplicables? 

a) Prisión de dos a cinco años, multa de doce a veinticuatro meses y privación del derecho 

a conducir vehículos a motor y ciclomotores durante un período de seis a diez años. 

b) Prisión de seis meses a dos años y privación del derecho a conducir vehículos a motor y 

ciclomotores por tiempo superior a uno y hasta seis años. 

c) Prisión de uno a dos años, multa de seis a doce meses y privación del derecho a 

conducir vehículos a motor y ciclomotores por el tiempo previsto en el párrafo anterior 

(seis a diez años). 

 

5. El que, con ánimo de lucro, tomare las cosas muebles ajenas sin la voluntad de su 

dueño será castigado, como reo de hurto, con la pena de prisión de seis a dieciocho 

meses si la cuantía de lo sustraído excediese de 400 euros, ¿en que artículo se regula 

del Código Penal? 

a) 233. 

b) 234. 

c) 235. 

 

 

 

 

 


